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SATJA SEGUNDA

Secci.ón Tercera

EXCMOS. SRES.

Don Luis López Guerra

Don Eugenio Dfaz Eirnil

Don Jul io D.González Campos

0 0359560

NUM. REGISTROz 2524/L993

ASUNTO¡Recurso de amparo int,er-

puesto por Previsión Españo-

1a ,  S .A .

SOBRS:Sentencia de Ia Sección

Novena de la Audiencia provin-

cial de Barcelona que desest,ima

el recur6o de apelación int,er-

puesto contra Ia dictada Por el

Juzgado de Instrucción núm. L de

Gava sobre una falta de lesio-

nes .

el recurso de amparo int,erpuestoLa Sección ha examinado

por  Prev is ión  Españo larS.A.

I.AT{TECEDENTES

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal e1 dfa

30 de ju l io  de 1993 e l  Procurador  de los Tr ibunales,  don Ju l io

Antonio Tinatero Herreror €r representación de la Compañfa Ase-

guradora Prev is ión EspañolarS.A. ,  ha formal izado demanda de am-

paro constitucional contra Ia Sent,encia de Ia Audiencia Provin-

Cia l  de Parcelcna (Sección Novena)  de L8 de febrero de L993t

recefda a l  resolver  recurso de apelac ión en Ju ic io  de FaLtas.
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2. La demandar @n sfnteeisr sts basa en loe siguientes

hechos:

Como coR6ecqencia de un accidente de circulación, ocu-

rrido al invadir repentinamente la calzada una caballerfa y

eolieionar contra un turismo, ae siguió juicio de faltae en el

Juzgado de InEtrucción de Gavar €rr el que finalmente reeultó

condenada, como responsable de una falta de imprudencia, Ia

persona que montaba ]a cabaLlerfa. Interpueeto recurso de ape-

lación fue desestimado por 1a Sentencia de la Audiencia Provin-

c ia l .

La resolución judicial impugnada, de oficio, declara la

reeponeabil idad civil de la Compañfa Aseguradora del eetableci-

miento hfpico, basándose en que se trata de un supuesto de res-

poneabil idad "ex lege", que eólo queda excLuida en caso de re-

nuncia. La entidad aseguradora no habfa sido parte en el recur-

so de apelación, ni esta eueetión constitufa eI objeto del miE-

mo. Además¡ €o la demanda de amparo ee a1ega, que el rieego cu-

bierto por el cont,rato de seguro se encontraba limitado a loe

dañOs caueadoe en eL recinto del centro hfpico, excluyendo 1os

producidoa fuera de sus instalaciones.

3.  Se invoca eI  ar t .  24 c.E. en relación con el  derecho

a la tutela judicial efectiva ein indefeneión y a un proceso

Con todas l-ae garantfas, entre las que hay que considerar in-

eluidoe el principio acueatorio y las garantfas del contradic-

torio. $egrln Ia demanda, la vulneración del derecho a la tutela

judicial efectiva se habrla producido al haberee declarado la

responsabil idad de la aeeguradora sin previa acusación formula-

da por los per judicados.

Se ha solicitado Ia suspensión de La resoluci.ón impugna-

da .

4.  Por providencia de 28 de octubre de 1993, la Sección

Tercera acordó reclamar las actuacioneE judiciatee y conceder
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aI Procurador de Ia entidad recurrente un plazo de diez dfas

para que acredite su representación recurrent" yr una vez cum-

pJ-imentada, se dictó providencia de 25 de abril de L994 Por la

que se concedió aI demandante de amparo y al Minigterio Fiscal

eI pJ.azo común de diez dfas para formuLar lae al.egaciones que

egtimaren pertinentes sobre Ia carencia manifieeta de contenido

constit,ucionaL de La demanda.

5. La entidad recurrente alegó que la eentencia recurri-

da vulnera el derecho a la tut,ela judicial sin resultado de

indefeneión, garantizado por el art. 24 de la Constitución,

alegando gue 6e ha violado el principio acueatorio, al haberse

declarado su reoponeabiLidad civiL en 1a eenLenqia de apela-

ción, sin que en nj.nguna instancia hubiese sido acusada formal-

rnenter s i tando al  respect,o las ssTc 84/85, L7 y 240/88 y 83/92¡

añade que tal vulneración no puede desvirtuarse con eI argumen-

to de que la parte perjudicada no renunció a sus derechoe, puea

ello es erróneo en cuanto que en ningrln momento fornuló acusa-

ción csnt,ra la recurrente y gü€r por ot,ro }ado, €I riesgo cu-

bierto por e1 seguro no incluye loe daños ocasionados fuera del

recinto hfpico.

Terminó euplicando la admieión del recurco a trámite.

6.  EI  Minister io Fiscalr  por eI  contrar io,  sol ic i tó la

inad¡nieión con fundamento en que La conpañfa aeegurador&r aguf

demandante, t,uvo conocimiento curnplido de que la denuncia 6e

dirigió tanto cont,ra Ia autora del daño como contra la recu-

rrent,e, la cual intervino en el juicio asistida de letrado.

Sabfa¡ por consiguiente, gü€ €te le reclamaba unoe pér-

juicioe de los que debla responder, hasta el punt,o gü€r en 6u

defenEa, aportó a 1as actuaciones judic ia lee La pól iza de 6egu-

ro8 .

Por otro lado, €I Ministerio Fiecal pone de manifieeto

gu@ 1a responsabitidad de Ia compañfa aseguradora 6e deriva
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directamente de Ia Ley y que

aplicaree de modo automático

vadas de Ia acción penal .

0 0359557

el principio acusatorio no puede

a 1as congecuenciae civil-es deri-

IT . fl'NDAUENTOS JURIDICOS .

UNI9O., Evacuado el trámit,e de alegaciones eetabl,ecido

en eL art .  50.3 de la LoTCr €s preciso conf i rmar nuestra in i -

cial apreciación de que la demanda de a¡nparo carece manifiesta-

ment,e de contenido que justif ique una deciEión por parte del

Tribunal Constitucional y, en au conaecuencia, aplicar La causa

de inadmieión del  recurao prevista en el-  ar t .  50.1. .c)  de la

misma Ley.

En efesto, la compañfa aseguradora aguf recurrente in-

Lervino en eI juicio de falt,as como poeible reeponeable civil

de Jos dañoe causadoe por Ia imprudencia de la persona que re-

sulté penalnente condenada; esa intervención procesal ee reali-

z6 con aeistencia letrada, ein l initación alguna de su derecho

de defensa, en ejercicio del cual aportó a lae act,uaciones ju-

dicialee la prueba documental que consideró oportuna y actuó en

el juieio alegando Io que estimó pertinente; Eu no intervención

en la segunda instancia fue producto de 6u vc¡luntaria decieión

Y, por tantor rlo puede derivarse de eIla reeultado de

indefeneión gue sea imputable al órgano judicial, ri apreciarse

que la sent,encia de apelación al- declarar su responsabil idad

civil, haya obrado con violación del principio acusatorio,

puesto que eete principio, establecido en garantfa del acueado

-carácLer del que carece la demandante- no eE ein máe

trasvaeable al canpo de la responsabil idad civil derivada del

i lfeito penalr €rI el que el órgano judiciat, si comprueba' como

ocurre en el caso cOntemplado, que la vlctima no ha renunciado

a ]a acción civil, viene necesariamente obligado a pronunciaree
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sobre la responsabil idad civit güer por dispoeición directa de

la ley, pueda derivaree de la condena penal.

En resumen, La demandante de amparo tuvo conocimiento de

l-a pretensión de reearcimiento y pudo defenderse de ella, ha-

ciéndolo en la forna que libremente decidió, sin eufrir l imi-

tación alguna y tales circunet,anciae privan de t,odo fundamento

a 6u petición de amparo, sin que por otro lado pueda concederee

reLevancia congtitucional al tema reLativo aI ámbito eepacial

al gue la póliza de seguro ext,iende su cobertura, puesto que

éeto conet,it,uye cueetión de tegalidad ordinaria, pert,eneciente

en excluej-va la jurisdicción, que es a la que corresponde deci-

dir Eobre el alcance y efectoe del" contrato de seguro concerta-

do por la denandante de amparo.

Por todo 1o expuesto, la Sección acuerda Ia inadnieión

de1 presente recurso y el archivo de lae actuacioneÉ¡.

Madrid, a seis de junio de mil novecientoe noventa y

cuatro.

ryf*


